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Procede el Tribunal a decidi r el  recurso de apelación interpuesto por  la parte 

demandante, f rente al auto proferido en el proceso de la referencia por el  

Juzgado Noveno Civi l  del Circui to de Medel l ín  el  día 6 de jul io de 2020, 

mediante el cual se negó la divis ión material  del inmueble ident i f icado con 

matrícula inmobil iaria Nº 001-25277.  

 

I . ANTECEDENTES 

 

El expediente digi tal  arrimado da cuenta que las señoras Andrea y Katerin 

Medina Vásquez presentaron, por intermedio de apoderada judicial ,  demanda 

con pretensión de división material  del  inmueble ident i f icado con matrícula 

inmobil iar ia Nº 001-25277, en contra de María Teresa Medina Arias,  Ruth 

Clari  Vidal Martínez y la menor Korina Medina Giraldo representada por la 

señora Bertha Oliva Giraldo.  

 

Como sustento fáct ico de la demanda narró la apoderada de las 

demandantes que éstas y las demandadas son propietarias  en común y 
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proindiviso de un inmueble si tuado en la Cal le 45 Nº 35 -49 de la ciudad de 

Medel l ín e ident i f icado con matrícula inmobil iaria Nº 001 -25277.  

 

Que las comuneras ejercen su derecho de dominio así:  Ruth Clari  Vidal  

Martínez sobre el pr imer piso, Andrea y Kater in Medina Vásquez  sobre el 

segundo piso y María Teresa Medina Arias y la menor Korina Medina Giraldo  

sobre el tercer piso.  

 

Que el inmueble fue adquir ido en el  trámite, que de común acuerdo 

real izaron en notaría, de la sucesión de la causante Carl ina Medina de 

Osorio,  mediante escri tura públ ica Nº 8.883 de 2015 .  

 

Que en dicho t rámite notarial  la señora Ruth Clari  Vidal  Martínez  fue 

reconocida como acreedora con ocasión del  contrato de promesa de 

compraventa que había celebrado con el  heredero John Jai ro Medina Mejía  

respecto del  primer piso del  inmueble, habiéndose acordado en la escri tura 

que contiene la sucesión que una vez terminado el  t rámite sucesoral  

someterían el bien a reglamento de propiedad horizontal y se le adjudicaría 

a la señora Ruth Clari  Vidal Martínez el primer piso del inmueble; a las 

señoras Andrea y Katerin Medina Vásquez el segundo piso y a María Teresa 

Medina Arias y a la menor Korina Medina Giraldo el tercer piso.  

 

Que a la fecha de presentación de la demanda no se ha rea l izado la 

part ición del bien y las demandantes desean terminar la comunidad.  

 

El Juzgado de conocimiento, mediante proveído del 31 de agosto de 2018 

admit ió la demanda.  

 

Una vez not i f icada la misma a las demandadas, estas no presentaron 

oposición alguna f rente a las pretensiones.  

 

El Juzgado Noveno Civi l  del Circuito de Medel l ín , mediante auto del 6 de 

jul io de 2020, decide denegar el  decreto de división material  considerando 
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que el bien es indivisible jurídicamente  porque el dictamen pericial  con la 

aclaración sol ici tada por el  juzgado no permite establecer una adecuada 

división material  del bien que se ajuste a la pr oporción del  derecho de cada 

comunera; que se pretende dist ribui r el  bien  entre las partes a t ravés de la 

entrega de pisos superpuestos, lo c ual resulta inviable a la luz de la Ley 675 

de 2001, pues en Colombia no existe el  derecho de superf ic ie,  por lo que 

para la creación de ent idades inmuebles independientes cuando se t rate de 

pisos superpuestos,  es requisi to, sine qua non, la const i tución d e un 

reglamento de propiedad horizontal;  que para dividi r materialmente un 

edif icio mediante unidades independientes superpuestas, el  juez tendría  no 

solo que subdividi r  los bienes que serían los privados sino también 

determinar todo lo demás relacionado c on el reglamento de propiedad 

horizontal  como la áreas comunes y coef icientes , sin olvidar las reglas que 

establecen las l imitantes de áreas mínimas que deben contener las unidades 

independientes acorde con las normas urbanas, l icencias  de construcción 

aprobadas, todo lo cual escapa al ámbito del proceso divisorio que regul a el  

Código General del Proceso;  además, el  art ículo 6º de la  ley de propiedad 

horizontal  exige adjuntar la l icencia de construcción y planos de propiedad 

horizontal aprobados por curadur ía, los que no obran en el  plenario, pese a 

que de of icio se sol ic i tó al  peri to aclarar y com plementar el  dictamen pericial  

en tal  sent ido y la parte demandante manifestó la imposibi l idad de cumpli r  

con el lo, señalando que esa exigencia documental era prop ia de otras 

instancias en t rámites administ rat ivos y no del proceso divisorio.  

 

Para f inal izar di jo el  a quo que , aunque existen posiciones doctr inarias que 

propenden porque negada la d ivisión material  el  juez decrete  la división por 

venta,  la posición de ese despacho es la de no decretar una forma de 

división que no fue sol ici tada.  

 

I I .  LA IMPUGNACIÓN 

 

Frente a la decisión profer ida , interpuso la parte demandante  recurso de 

apelación, manifestando que no le asiste la razón jurídica al D espacho,  
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cuando ci ta la Ley 675 de 2001 para negar la part ición material  del inmueble, 

porque pueden exist ir construcciones que no se someten a  reglamento de 

propiedad horizontal  para la creación de unidades independientes y no  es 

requisi to sine qua non  la const i tución de un reglamento de propiedad 

horizontal;  que el dictamen pericial  demuestra sin error alguno, que el bien 

inmueble es totalmente divis ible, porque de  hecho ya lo está materialmente, 

expert icia que se const i tuye en la prueba idónea que despeja cualquier 

inquietud f rente a la exigencia normativa del art ículo 406 de la Ley 1564 d e 

2012, pues la exigencia del dictamen que hace la norma , releva al Juez para 

hacer descripciones que son de naturaleza técnica  y en muchos casos 

ajenas al saber del rector del proceso; q ue en la oportunidad procesal esa 

parte se pronunció f rente a la ampliación o complementación del dictamen 

pericial ,  pronunciamiento que el juzgado  de primer grado comparte, por lo 

que resulta desacertada la decisión, en tanto,  la l icencia de construcción no 

es necesaria,  para cuyo efecto t rajo a colación el  Decreto 1469 de 2010,  la 

Ley 388 de 1997 y la Ley 9 de 1989 ; que la Ley 675 de 2001 es una norma  

posterior a la existencia del inmueble objeto de división;  además ,  que la 

acción pol iciva de control  urbaníst ico ya caducó por haberse superado el  

t iempo contenido en el art ículo 138 de la Ley 1801 de 2016; que el esfuerzo 

hecho por la parte demandante para lograr la terminación de la comunidad, 

ajustándose a los postulados normativos del derecho procesal  civ i l ,  no puede 

tener como rechazo o f racaso la exigencia de unos documentos y un 

procedimiento totalmente ajenos al proceso divisorio y que la parte la 

demandante no está en capacidad para cumpli r porque i ncluso el poder 

coercit ivo del Estado ha caducado para obl igar a obtener una l icencia  y esta 

a su vez no es un requisi to para que se ordene terminar  con la propiedad en 

comunidad; f inalmente manifestó inconformidad con la condena en costas 

impuesta por el  despacho, en valor igual a cinco (5) salarios mínimos  legales 

mensuales vigentes,  la que considera desproporcionada e inmerecida , 

porque la actuación de las demandadas ha sido pasiva y acogiéndose a lo 

que la parte demandante real ice para lograr part i r la comunidad, sumándose 

el hecho que la demandante no fue vencida en el juicio por las demandadas,  

como tampoco se causaron en favor de las demandadas ni aparecen 
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demostradas como lo ordena el  art iculo 365 en los numerales 1 y 8 del  

C.G.P.  

 

La apelación fue concedida en auto del  26 de agosto de 2020,  pero después 

de la declaratoria de desierto del recurso y de la reposición de dicha 

decisión de deserción, el  expediente arribó a esta Corporación el  pasado 23 

de mayo del año en curso, s iendo procedente resolver de plano previas las 

siguientes:    

 

I I I .  CONSIDERACIONES  

 

1.  DE LA COMUNIDAD.  

Dentro de las clases o modal idades del derecho real de dominio, se 

encuentra la alusiva a la propiedad plural o copropiedad, misma que se 

presenta cuando el derecho es ejercido por varios sujetos. Amén de que la 

comunidad y la copropiedad t ienen dist inta signif icación jurídica,  en la 

doctrina se conoce al concepto comunidad como género dentro del cual  está 

comprendido el concepto copropiedad.  

 

No obstante su reconocimiento legal,  la propiedad plural o compart ida, es 

resist ida por el  ordenamiento jurídico como un estado ideal  y,  justamente por 

contrariar las característ icas de la propiedad como prerrogat iva excluyente, 

individual,  total ,  soberano y perpetuo,  se le ent iende como un derecho 

debi l i tado 1,  no querido y por tanto con notable vocación de ext inguirse.  

 

Para el anterior f in desde el derecho sustancial se consagra el derecho de 

los copropietarios y de los comuneros en general a no permanecer en 

indivisión.  En este sent ido el art ículo 1374 del Código Civi l  establece:  

 

Ninguno de los coasignatarios de una cosa universal  o s ingular  será 
obl igado a permanecer en la  ind iv is ión;  la part ic ión del ob jeto asignado 
podrá s iempre pedirse, con ta l  que los coasignatarios no hayan 
est ipulado lo cont rario .  

                                                 
1 CANOSA TORRADO,  Juan  Car los .   El  proceso d i v i so r io .   2ª  Ed .  Bogotá :  Ed ic iones  Jur íd ica  
Gus tavo Ibañez ,  1995.  Pag.  19 .  
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No puede est ipularse proind iv is ión p or más de c inco años,  pero 
cumpl ido este  término podrá renovarse e l pacto.  
 
Las disposic iones precedentes no se ext ienden a los lagos de domin io 
privado,  n i  a  los derechos de serv idumbre,  n i  a las cosas que la ley 
manda mantener ind iv isas, como la prop ieda d f iduc iar ia.  

 

En el apartado del  mismo estatuto dedicado a los cuasicontratos, se 

comprende a la comunidad 2 y en su art ículo 2340 se precisa que la 

comunidad termina “por la división del haber común”.   

 

Para la sat isfacción y apl icación de los anteriores mandatos sustant ivos el  

derecho procesal ha establecido el procedimiento divisorio, actualmente 

consagrado en los art ículos 406 y s iguientes del Código General del  

Proceso, con el objeto precisamente de poner f in al  estado de indivisión,  

bien sea materialmente o por venta.  

 

2.  CASO CONCRETO.  

Lo primero que se advierte es que , de conformidad con el art ículo 409 del  

Código General del Proceso, inciso 3° “El auto que decrete o deniegue la 

división o la venta es apelable”.  Razón por la que concierne a este Tribunal 

resolver la alzada interpuesta contra el auto de l 6 de jul io de 2020 en el  que 

se decidió denegar la divis ión material  del bien objeto de l i t igio.   

 

En el  caso sub examine se t iene  que el A Quo  determinó que la división 

material  es inviable jurídicamente, considerando que ésta resulta 

improcedente porque se pretende dividi r una construcción horizontal de t res 

plantas que no está sometida a reglamento de propiedad horizontal  y lo 

pedido entrañaría que el juez real ice dicho reglamento,  estableciendo 

coeficientes de propiedad, zonas comunes, entre otros aspectos que no son 

objeto del proceso divisorio .  

 

La censura de la parte apelante  f rente a la providencia profer ida en primer 

grado se cimenta en el aducido yerro del  funcionario judicial  al  inclui r en su 

estudio la normat iva del régimen de propiedad horizontal  que considera no 
                                                 
2 Ar t ícu los  2322  y  s igu ien tes .  
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es apl icable al  caso concreto donde la división es judicial  y por valorar 

indebidamente la prueba pericial  aportada con la demanda,  esgrimiendo la 

parte recurrente que la expert icia  da cuenta de la posibi l idad de part ición 

material  sol ici tada,  no siendo adecuado que el juez se aparte de ésta.   

 

Para atender las razones ya expuestas,  se impone estudiar el  tópico de la 

división material ,  con el f in de establecer si  la misma resulta vi able en este 

caso concreto como aduce la parte recurrente o si  como adujo el juez de 

primera instancia, existe imposibi l idad jur ídica de efectuar la.    

 

Ha de def ini rse la división material  como aquel la que se presenta cuando el 

objeto es suscept ible de par t i rse o f raccionarse en proporción a la cuota de 

propiedad de cada uno de los comuneros y para que el  juzgador pueda 

acceder a dicha part ición son requisi tos necesarios , además de la 

posibi l idad de división material ,  como se viene diciendo, la viabi l idad j urídica 

de concretar ese f raccionamiento.  

 

Este tópico de viabi l idad jurídica de la part ición material ,  ha sido abordado 

con unanimidad por la doctrina, así,  por ejemplo,  el  t ratadista Juan Carlos 

Canosa Torrado, en su texto El proceso divisorio 3,  señala sobre el part icular:   

 

“En cuanto a la pretensión de div is ión materia l ,  debemos establecer:  
que el b ien sea d iv is ib le materia lmente, para lo cual  se deben ap l icar  
los cr i ter ios de divisibil idad jurídica y divisibil idad materia l ;  y ,  
además, que siendo posib le e l  f raccionamiento,  e l  valor del b ien no 
desmerezca. Veamos:  se debe en primer lugar establecer si  el  bien 
puede dividirse materialmente, y aparte de el lo,  si  siendo factible  
la división material  es posible  la divisibil idad jurídica ;  así ,  una 
f inca de d iez (10)  hectáreas no se puede div id i r  ent re c inco (5)  
comuneros (Ley 135 de 1961 ),  por lo cual,  aunque se  pida la div is ión 
mater ia l  y  los demandados no se opongan o se haga pet ic ión unánime,  
no se puede ordenar la d iv is ión de esta forma…” (Resaltado 
intenciona l) .   

 

En similar sent ido expone el doctrinante Hernán Fabio López Blanco 4:  

 
“De acuerdo con la anterior d isposición,  s iempre que sea posib le la 
divis ión materia l  ésta  debe ordenarse y sa lvo que los comuneros 
acuerden ot ra cosa, v,  gr . ,  la venta en púb l ica subasta,  deberá 
optarse por dividir materialmente el  bien, para lo cual se debe 

                                                 
3 2ª Ed. Bogotá: Ediciones Jurídica Gustavo Ibañez, 1995. Pág. 104. 
4 Código General del Proceso. Parte Especial. Dupre editores, 2017. Págs. 402 y 403  
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tener presente como criterio el  de divisibil idad jur ídica y no la 
meramente material  del bien ,  pues puede acontecer que desde 
éste úl t imo punto de v ista  el  b ien objeto  del  proceso admita su 
part ic ión,  pero que jur íd icamente se torne indivis ib le … ”  (Resaltado 
intenciona l) .   

 

Ahora, aunque nadie está obl igado a permanecer en la indivisión  y, por 

tanto,  puede pedir la división mater ial  de la cosa común o su venta  para que 

se dist ribuya su producto,  según lo prevé el art ículo 2334 del Código Civi l  y,  

si  bien establece dicha norma que el comunero puede pedir la división 

material  de la cosa común,  también es cierto que se inst i tuye como deber del  

juez disponer la div isión materia l  siempre que sea posible,  esto es,  que 

aunque el juez debe propender por la división material  cuando le sea 

sol ici tada, no está obl igado a decretarla en los eventos en que la misma no 

es viable, para cuyo efecto debe anal izar los cri terios que se vienen 

estudiando de viabi l idad material  y jurídica .  

 

Para el anterior cometido, esto es, anal izar la viabi l idad de la división 

material ,  resulta determinante estudiar el  dictamen peric ial  que debe ser 

aportado con la demanda, no porque éste sea de obl igator io acatamiento 

como lo pretende hacer ver la parte recurrente;  sino, porque el estudio del  

mismo ayuda al  juez a establecer la posibi l idad de la división pretendida.  

 

Anal izada la expert icia arrimada por la parte demandante se advierte que,  

aunque en la misma se plantea la posibi l idad de división f ís ica y jurídica del  

bien inmueble objeto de la demanda, no se estudia suf ic ientemente el  

cri terio de divisibi l idad jurídica , pues el peri to se l imita a indicar que el bien 

t iene t í tulo debidamente inscri to y no t iene  pacto de indivisión , para señalar 

que es viable su división ,  aportando seguidamente una especie de borrador 

de reglamento de propiedad horizontal  y dejando de lado por completo el  

tema álgido que se plantea en este proceso, cual es, que se t rata de un solo 

inmueble regist rado como un terreno con una sola casa de habitación , al  

cual,  al  parecer,  poster iormente, se le real izaron mejoras consistentes en 

construcción de dos edif icaciones horizontales que no han sido legal izadas ;  

de modo pues que el  dictamen no  brinda una solución a dicho inconveniente 

que permita la división jurídica del bien  inmueble en sede judicial ,  pues lo 

que plantea es una división inequitat iva,  por un lado , del primer piso para 
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una de las comuneras y , por ot ro, de las mejoras edif icadas como segundo y 

tercer piso para las otras, lo que impl ica, en caso de acogerse dicha 

división, una desmejora del derecho de éstas últ imas que solo podría verse 

superada por la real ización del reglamento de propiedad horizontal,  t rámite 

que no es judicial  y  por ende no puede ser efectuado por el  juez en este 

proceso divisorio  y, desmejora que contraría el art ículo 407 del C .G.P. que 

establece la procedencia de la división material ,  siempre y cuando los 

derechos de los condueños no desmerezcan por el  f raccion amiento.  

 

De modo pues que en este aspecto,  contrario a lo indicado por la parte 

recurrente, si  resultaba determinante traer a colación la ley de propiedad 

horizontal,  en tanto,  así insista la parte demandante que lo pretendido es 

únicamente la división material  del bien,  realmente lo que desea es que el  

juez, por medio del proceso divisorio , legal ice la división material  que ya 

existe de facto, part iendo en unidades independientes jurídicamente las tres 

edif icaciones construidas sobre el lote de terreno de l inmueble objeto de 

l i t igio, para cuyo efecto el fal lador debe tener en cuenta las normas que en 

el ordenamiento jurídico regulan esa forma especial de propiedad que se 

pretende generar con la división reclamada, esto es,  la forma de dominio en 

la que concurren derechos de propiedad sobre bienes privados en 

construcciones horizontales independientes, la cual está regulada en la Ley 

675 de 2001, normat iva que impl ica unas decisiones de los comuneros que 

no pueden ser supl idas por el  juez mediante el proceso  divisorio, como por 

ejemplo la determinación de bienes comunes,  de bienes esenciales,  la forma 

de administ ración del  conjunto y, también,  el  anexo de unos documentos que 

no fueron aportados como lo reconoce la parte recurrente.   

 

Es que la lectura de la demanda misma y el estudio de los documentos 

anexos a ésta, denota de forma palmaria que se pretende , mediante un 

proceso divisorio , que el juez const i tuya el reglamento de propiedad 

horizontal que las partes no han real izado por su propia cuenta, esto, a 

pesar de poderlo y deberlo efectuar el las mismas,  reglamento que incluso 

acordaron real izar en la escri tura públ ica Nº 8.883 de 2015, donde de común 

acuerdo efectuaron el t rámite de sucesión, t rabajo de part ición y 

adjudicación de la herencia de la causante  Carl ina Medina de Osorio, acto 

en el cual de forma expresa establecieron: “ las partes acuerdan una vez 
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terminado el presente t rámite someterán el bien a reglamento de propiedad 

horizontal” y  “se deja expresa constancia que si  bien el  inmueble con 

matrícula inmobil iar ia 001-25277, es uno solo y no se encuentra sometido a 

régimen de propiedad horizontal la intención manif iesta de los beneficiarios 

del presente acto es el posterior sometimiento del mismo a dicho régimen 

con la f inal idad de repart i r el  indicad o inmueble de la siguiente forma:  1 

RUTH CLARI VIDAL MARTÍNEZ: las partes acuerdan una vez terminado el  

presente t rámite someterán el bien a reglamento de propiedad horizontal y 

se le asignará a la señora RUTH CLARI VIDAL MARTÍNEZ exclusivamente  el  

primer piso, según f icha catastral  del número predial  

0500101030911003200150000000.  

KATERINE MEDINA VÁSQUEZ Y ANDREA MEDINA VASQUEZ: las partes 

acuerdan una vez terminado el presente t rámite someterán el  bien a 

reglamento de propiedad horizontal y se les asigna rá a las señoras 

KATERINE MEDINA VÁSQUEZ Y ANDREA MEDINA VASQUEZ 

exclusivamente el segundo piso, según f icha catastral  del número predial  

0500101030911003200150000000.  

KORINA MEDINA GIRALDO Y MARÍA TERESA MEDINA ARIAS: las partes 

acuerdan una vez terminado el presente t rámite someterán el  bien a 

reglamento de propiedad horizontal y se les asignará a las señoras KORINA 

MEDINA GIRALDO Y MARÍA TERESA MEDINA ARIAS exclusivamente el  

tercer piso, según f icha catastral  del número predial  

0500101030911003200150000000” (Ver fol ios 10 y 11 PDF 02 )  

 

Lo anterior denota que desde el momento en que las demandantes y 

demandadas efectuaron la sucesión, t rabajo de part ición y adjudicación de la 

herencia de la causante Carl ina Medina de Osorio, tenían conocimiento que 

el inmueble, a pesar de tener t res construcciones independientes de forma 

material ,  jurídicamente era y sigue siendo  un solo bien, para cuya 

regularización y adjudicación de forma independiente de cada piso, se 

requiere real ización de reglamento de propiedad hori zontal,  siendo 

completamente inadecuado que aduzcan ahora , como indebido, que el juez 

ref iera a la normativa que regula la propiedad horizontal y que ésta no le es 

apl icable al  presente asunto,  cuando eran conocedoras que esa norma y ese 

trámite era el que debían efectuar.   
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No es cierto tampoco que la Ley 675 de 2001 no le sea apl icable al bien 

objeto de l i t igio,  porque,  aunque se trata de un inmueble construido desde 

1946, esa fecha de construcción solo se predica respecto del  primer piso que 

obra en el cert i f icado de t radición y l ibertad, sin que exista certeza de la 

fecha de construcción de las otras dos edif icaciones horizontales; además,  

los propietarios de los edif icios y conjuntos deben someter los bienes a la 

Ley 675 de 2001, incluso aquel los que t enían régimenes anteriores a dicha 

ley, esto, por mandato del art ículo 86 de la plurimencionada  norma. 

 

Pert inente resulta rei terar que el dictamen pericial  arrimado por la parte 

demandante es insuf iciente para acceder a la pretensión deprecada, porque 

el mismo parte del error de la legal idad de las t res construcciones, sin tener 

en cuenta que el inmueble jurídicamente reconocido, regist rado y con 

matrícula inmobil iar ia es únicamente el primer piso y las demás 

construcciones sobre éste impuestas, al  no tene r individual idad jurídica, son 

simplemente mejoras; de modo, que la pericia sobre la posibi l idad de 

división material  debió tener como objeto de estudio ese inmueble del primer 

piso, esto es, debió determinar si  ese bien era posible de ser div idido 

materialmente teniendo en cuenta los derechos de cada comunera sobre el  

mismo, labor que no efectuó el experto .  

 

También es fundamental resaltar que, la pretensión de división  material ,  aun 

cuando no medie oposición y , aun cuando el dictamen avale la misma, no 

vincula fatalmente al  juez, pues f inalmente es el fal lador, como conocedor 

del derecho, quien determina si  se cumplen los cri terios de divisibi l idad , en 

tanto el  dictamen pericial  solo es un apoyo técnico que no jurídico y que, al  

contener yerros palmarios como los aquí advert idos, no obl iga a su 

aceptación.  

 

De modo pues que en el caso que nos ocupa,  el  juez de primer grado 

únicamente procuró por el  cumplimiento del deber de establecer si  l o 

deprecado por las comuneras que promovieron el presente proceso d iv isorio 

era viable, pero como aconteció  que el bien no puede part i rse materialmente,  

no le quedó otra alternat iva al juzgador que denegar la pretensión que en 

ese sent ido se formuló.  
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Ahora, el  hecho que la acción pol iciva por la construcción carente de l icencia 

supuestamente esté caducada es tópico que , además de no interesar al  

presente t rámite judicial  que dista de la acción administ rat iva a la que alu de 

la parte demandante, permite evidenciar que lo pretendido nuevamente por 

la parte actora es obtener por vía judicial ,  sin el  cumplimiento de los 

requisi tos necesarios para el lo,  la legal ización de una construcción que a l  

parecer es i rregular,  pretens ión que no puede acol i tar el  juez  y legal ización 

que no puede evadirse mediante un proceso divisorio. Y aunque también es 

verdad que al juez le está permit ido en algunos eventos disponer, sin 

necesidad de l icencia de construcción, la asignación de matrículas 

inmobil iar ias independientes a bienes que inicialmente conforman una unidad 

jurídica, el lo debe efectua rlo cuando las pruebas necesarias en cada caso 

concreto apoyen de forma sustentada dicha decisión,  pero no impl ica la 

obl igación de acoger un dictamen desacertado como el  que se arrimó en este 

caso, ni  supl i r las obl igaciones que ante las autoridades admin istrat ivas 

t ienen las partes, como tampoco legal izar si tuaciones i rregulares que deben 

ser adecuadas por las partes mismas.   

 

Y no es que los jueces hagan ex igencias adicionales e innecesarias, como 

pretende hacer ver la parte  recurrente, pues, al  veri f icar que en casos como 

este se demuestre contundentemente la viabi l idad de división material  y 

jurídica, lo que está determinando la judicatura es si  la parte actora ha 

cumplido con todos los requisi tos de ley p ara que la pretensión prospere ,  

constatación que entraña precisamente la labor del juez, que no es un mero 

ejecutor de dictámenes y pretensiones como se pretende en este caso .  

 

Los anteriores argumentos son suf icientes para despachar 

desfavorablemente las inconformidades de la parte recurrente con el tópico 

central de discusión, siendo adecuado señalar que las partes no 

manifestaron inconformidad alguna frente a la decisión del  juez de primer 

grado de no ordenar tampoco la división por venta  por no haber sido pedida,  

lo que impl ica que la alzada no pue de abordar dicho aspecto que no ha sido 

discut ido.  
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Finalmente, en cuanto a la inconformidad f rente a la condena en costas  

impuesta en primera instancia,  se advierte que tampoco le asiste razón a la 

parte recurrente en este caso, pues sí se cumplen los cr i terios para 

imponerla, porque las pretensiones fueron resueltas de forma desfavorable a 

la parte demandante,  lo que se ubica como causal de condena contenida en 

el ordinal primero del art ículo 365 del C.G.P.,  no siendo cierto que no se 

causaron, pues, aunque las demandadas no se opusieron a las pretensiones,  

si  se vieron obl igadas, por el  l lamamiento que les hizo la parte demandante,  

a comparecer al  proceso.  

 

De forma consistente ha considerado este Despacho que en materia de 

condena en costas el legislador adoptó un cri terio objet ivo, condenando en 

costas a quien resulta vencido dentro de un proceso jurisdiccional ,  para el lo 

se ha tomado mano de lo expuesto por la H. Corte Const i tucional al  indicar 

que: “…adopta un cri terio objet ivo en lo relat ivo a la co ndena en costas (…) 

No entra el juez, por consiguiente, a examinar si  hubo o no culpa en quien 

promovió el proceso,  recurso o incidente, o se opuso a él,  y resultó vencido. 

Este cri terio objet ivo está plasmado en la primera de las reglas (…), según la 

cual se condenará en costas a la parte vencida en el proceso”. (Corte 

Const i tucional,  sentencia C -480 de 1995.  Magist rado ponente, doctor Jorge 

Arango Mejía).  

 

El tópico del monto de la condena no se abordará en este momento porque 

el legislador estableció que dicho asunto se debe discut i r mediante recurso 

frente al auto que aprueba la l iquidación de co stas, lo que impl ica que en 

esta providencia solo se estudie si  había o no lugar a condenar en costas , 

como se hizo en l íneas precedentes, dejando para un debate posterior el  

tema de si  el  monto establecido es o no adecuado.   

 

Corolario de lo expuesto es la decisión que habrá de adoptarse conf i rmando 

el auto proferido el 6 de jul io de 2020, por el  Juzgado Noveno del Circuito de 

Medel l ín , sin que haya lugar a imponer condena en costas en esta instancia,  
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porque ahora sí,  a pesar de la decisión desfavorable del recurso,  las 

demandadas no actuaron en esta instancia .  

 

Por lo expuesto, la suscrita Magistrada Sustanciadora de la Sala Civil  del  

Tribunal Superior de Medel lín,  

 

IV. RESUELVE 

 

PRIMERO. CONFIRMAR por las razones aquí expuestas e l auto proferido 

por el  Juzgado Noveno Civi l  del Circuito de Medel l ín ,  el  día 6 de jul io de 

2020, mediante el cual se denegó la división material .  

 

SEGUNDO. ABSTENERSE de imponer condena en costas en esta instancia.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

MMAARRTT HHAA  CCEECCIILL IIAA  OO SSPPIINNAA  PPAATT IIÑÑOO   

Magistrada 

(Firma electrónica conforme el artículo 105 del Código General del Proceso, en concordancia con las 
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